I CONGRESO NACIONAL DE LA FEDERACIÓN DE ASOCIACIONES DE INSPECCION DE SERVICIOS SANITARIOS.

VI JORNADAS TECNICAS DE LA ASOCIACIÓN ANDALUZA DE INSPECCION DE SERVICIOS SANITARIOS.

LA INSPECCION DE SERVICIOS SANITARIOS DE LA JUNTA DE ANDALUCIA. SUPERANDO RETOS, AFRONTANDO EL FUTURO. Fernando Marín Puerto. Inspector Médico. Director del Equipo Provincial de Inspección. Consejería de Salud. Sevilla.

En octubre de 2005, se cumplirán quince años de la ponencia que presenté en las IV Jornadas Técnicas de la Inspección de Servicios Sanitarios que se celebraron en la ciudad de Salamanca. Por aquel entonces, hacía seis años que el INSALUD había sido transferido a la Junta de Andalucía y la Inspección en esta Comunidad Autónoma estaba en una situación realmente delicada, casi al borde de la desaparición.

Eran otros tiempos, que supimos superar con el buen hacer de quienes dirigían la Asociación Andaluza de Inspección,  también gracias a la ayuda de una sentencia francamente contraria a las pretensiones de quienes habían decidido que la Inspección desapareciera, y al hilo de este respaldo judicial, gracias así mismo a un cambio de actitud y de opinión en la Administración Sanitaria Andaluza que optó por desarrollar una Inspección de Servicios Sanitarios con funciones bien reglamentadas.

En 1991 se publicó el primer Decreto de Organización y Funcionamiento de la Inspección de Prestaciones y Servicios Sanitarios de la Junta de Andalucía. Los Inspectores y Subinspectores transferidos por el Estado pasamos a depender de la Autoridad Sanitaria de la Comunidad Autónoma, saliendo, por tanto,  de la estructura orgánica del proveedor de servicios sanitarios, es decir, del Servicio Andaluz de Salud.

Nuestra salida del S.A.S., supuso, desde mi punto de vista, un salto cualitativo en cuanto que dejamos el organismo prestador del servicio sanitario y pasamos a depender de la Autoridad Sanitaria ante la que responde dicho organismo. Al residir la Inspección en la Autoridad Sanitaria, se consigue una independencia en la actuación inspectora que no se podía dar con la situación anterior. 

De esta forma la Inspección de Servicios Sanitarios ha pasado a tener competencias no solo sobre los proveedores de servicios sanitarios públicos, sino que, como agentes de la Autoridad Sanitaria, tenemos competencias sobre todo el sector sanitario de nuestra Comunidad Autónoma.

A lo largo de estos años hemos ido superando situaciones y hemos ido mejorando y consolidado nuestra posición en el esquema organizativo de la Consejería de Salud y de la función pública de esta Comunidad.

Así, en 1996 se publicó un nuevo Decreto de Inspección, que supuso en su momento un avance importante sobre todo para los Inspectores tanto médicos como farmacéuticos. Ese Decreto consolidó la situación de partida y estableció mejoras profesionales para los miembros de la Inspección de Prestaciones y Servicios Sanitarios.

Por otra parte, en el año 1999 y tras un largo proceso negociador con los responsables de la Función Pública Andaluza, se introdujo una Especialidad dentro de los Cuerpos de la citada Función Pública. Con rango de Ley, se reconocía el carácter específico de la Inspección y de la Subinspección de Servicios Sanitarios, dándole un sistema propio de acceso y otorgándole un carácter de exclusividad en las funciones a los profesionales integrados en la misma. Este acto jurídico tuvo un doble efecto positivo, de un lado los Inspectores y Subinspectores del Cuerpo Nacional transferidos a la Junta de Andalucía, aún manteniendo nuestra condición de funcionarios del Estado, pasamos a integrarnos en dicha Especialidad, y por otro lado, se desbloqueó la situación de imposibilidad de ingreso de nuevos Inspectores y Subinspectores en Andalucía, que padecíamos desde mediados de la década de los ochenta.

Desde que en 1984 se transfirió a la Junta de Andalucía las competencias del INSALUD, hemos ido superado retos, algunos de extraordinaria importancia, que nos han permitido ir creciendo profesionalmente y consolidando una situación que se nos hacía impensable hace quince años.

Desde mi punto de vista como espectador y a veces actor en estos cambios, la situación es razonablemente aceptable, en el sentido de que disponemos de una regulación propia para trabajar en gran parte de los campos que la normativa actual nos permite a nivel de centros sanitarios, de incapacidad laboral y de farmacia, entendida esta en su mas amplio concepto. Esta regulación será próximamente ampliada al estar en fase de tramitación un reglamento que servirá de marco jurídico  de la Inspección para los próximos años.

Pero, en mi opinión, esto no es suficiente. Aún hay ámbitos legales en los que la Inspección tiene un papel que desempeñar. Me voy a referir exclusivamente a competencias profesionales a las que aún no hemos accedido o ámbitos de actuación normativos aún no desarrollados. Por tanto no voy a mencionar los retos pendientes en lo referente a nuestra carrera profesional y a nuestra relación con la Función Pública Andaluza. Aunque no me resisto a reivindicar, una vez más, la creación de los Cuerpos de Inspección y de Subinspección de Servicios Sanitarios de la Junta de Andalucía.

Alguno de los ponentes que me han precedido, han expuesto el papel que desempeña la Inspección, en su Comunidad Autónoma, en relación con la Acreditación. La acreditación entendida como cumplimiento de una serie de requisitos técnicos y organizativos para obtener una determinada certificación, tiene su desarrollo en el Sistema Sanitario Público de Andalucía a través de una fundación de la Consejería de Salud denominada Agencia de Calidad Sanitaria de Andalucía. Las tareas de acreditación, son reconocidas como actividades multidisciplanarias en las que pueden y deben intervenir profesionales de diferentes procedencias formativas y laborales. Sin embargo la Inspección de Servicios Sanitarios de la Junta de Andalucía no está participando en la acreditación de los centros sanitarios públicos ni de forma individual ni de forma colectiva. Y todo ello a pesar de que el artículo 2.1.  del vigente Decreto que regula la Inspección en Andalucía establece que “la función inspectora estará referida a: la Inspección y Control de los Centros, Establecimientos y Servicios Sanitarios públicos y privados en lo relativo al cumplimiento de los criterios de acreditación y normas de funcionamiento establecidos por lo órganos competentes...”. Este es un claro ámbito pendiente de abordar y uno de los retos a superar.

En el mismo sentido y aplicando el mismo precepto normativo, voy a hacer mención a la autorización que precisan los centros para la obtención y utilización de órganos humanos (Real Decreto 2070/1999, de 30 de diciembre) y para la obtención e implantación de tejidos humanos (Real Decreto 411/1996, de 1 de marzo). En ambos casos la normativa establece que la Comunidad Autónoma deberá autorizar, como Autoridad Sanitaria, los centros que realicen estas actividades. Así, y a pesar de que la Inspección de Servicios Sanitarios evacua informe para la autorización de funcionamiento de cualquier tipo de centro sanitario público o privado, en lo referente a las autorizaciones para transplante es el propio proveedor del servicio el que emite el informe que permite a la Autoridad Sanitaria expedir la correspondiente autorización. En breves palabras el que ha de ser autorizado emite el informe preceptivo con el que se autoriza. No me cabe duda que es otro ámbito en el que la Inspección tiene pendiente su entrada.

Desde la Inspección de Servicios Sanitarios, evaluamos anualmente determinados aspectos de los contratos programa suscritos entre la Consejería de Salud y el proveedor de los servicios, el Servicio Andaluz de Salud. Sin embargo aún no se ha dado cumplimiento a lo establecido en el artículo 20.4 de la Ley de Salud de Andalucía, que textualmente expresa que “Así mismo, serán objeto de evaluación, seguimiento e intervención por parte de las autoridades sanitarias en materia de asistencia sanitaria individual: La eficacia y eficiencia de las diversas unidades asistenciales de los centros, servicios y establecimientos adscritos funcionalmente al Sistema Sanitario Público de Andalucía”. Esta actividad de la Inspección también vendría amparada por el anteriormente mencionado artículo 2.1. del Decreto que regula la Inspección de Servicios Sanitarios en Andalucía y sería ejercida, por quienes tienen la consideración de agentes de esa Autoridad Sanitaria, utilizando técnicas de auditoría. Este es, desde mi punto de vista otro interesante y necesario ámbito en el que deberíamos crecer.

Y sin salir del marco de la Ley de Salud de Andalucía y entrando en un terreno de vital importancia para los trabajadores, como es la Prevención de Riesgos Laborales, debemos recordar lo que dispone el artículo 17.1. de la precitada Ley como obligación de la Administración Sanitaria Pública de Andalucía: “El establecimiento de los medios adecuados para la evaluación y control de las actuaciones de carácter sanitario que se realicen en las empresas por los servicios de prevención...”. La Inspección por sus peculiaridades profesionales es el órgano que está llamado a desarrollar esta labor de evaluación y control cuando sea puesta en marcha por la Administración Sanitaria. En el ámbito del Servicio Andaluz de Salud, y desde hace poco mas de un año mediante Orden de la entonces Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la Junta de Andalucía, dicho control se asigna a la Inspección de Prestaciones y Servicios Sanitarios en coordinación con la Inspección de Servicios de la Junta de Andalucía. Por tanto estamos ante un importantísimo ámbito a desarrollar por la Inspección, que supone un reto para la mejora en la prevención de riesgos laborales.

Quiero hacer mención expresa en esta ponencia, porque sigo creyendo en la labor coordinadora que debe ejercer el Estado, a la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de Cohesión y Calidad del Sistema Nacional de Salud. En dicha Ley hay un capítulo dedicado a la Alta Inspección, en el que se delimitan nítidamente sus funciones. Funciones que por otra parte ya le reconocía la Ley General de Sanidad desde 1986, pero que la fuerte descentralización administrativa del Estado ha dejado en papel mojado. No obstante, como  dicho Sistema es único pero gestionado por diecisiete Comunidades Autónomas, según se recoge en el capítulo primero del Título III de la referida Ley, considero que a nivel de la Inspección de Servicios Sanitarios uno de los retos mas difíciles de afrontar en un futuro será llevar a la práctica lo previsto en el artículo 79 de la Ley de cohesión y calidad del S.N.S.

Dicho texto legislativo prevé que la Alta Inspección establecerá mecanismos de coordinación y cooperación con los servicios de inspección de las Comunidades Autónomas, desarrollando programas de actuación conjunta en materia de control y evaluación de servicios y prestaciones, y en la lucha contra el fraude, abuso, corrupción y desviación de las prestaciones  del Sistema Nacional de Salud. Superar este reto no corresponde solo a la Inspección de Servicios Sanitarios de la Junta de Andalucía, sino que nos involucra a todos y desde nuestra profesionalidad como Inspectores y Subinspectores de Servicios Sanitarios, tenemos que empujar fuertemente para que esta previsión del legislador sea una realidad cierta y no un cúmulo de buenos propósitos.

Quiero mencionar dos aspectos, relativos a la Inspección de Farmacia que no calificaría como metas a alcanzar, sino como modelo a seguir. Son retos de alta cualificación en los que la Inspección de Servicios Sanitarios está trabajando en los últimos años con una metodología de futuro. Me refiero a la Inspección y evaluación de ensayos clínicos y a la autorización de laboratorios de fabricación de medicamentos.

La Inspección de Servicios Sanitarios de Andalucía ha sido pionera en establecer una metodología y en efectuar evaluaciones sobre el cumplimiento de la normativa en materia de ensayos clínicos. Aunque en otra mesa de este Congreso, se expone detalladamente esta metodología, quiero referirme expresamente a este programa de inspección, porque considero que por sus características e importancia puede ser una muestra explícita y reprsentativa del camino que deben llevar en un futuro inmediato las actuaciones inspectoras.

De igual modo los Inspectores Farmacéuticos de la Inspección de Servicios Sanitarios están desarrollando un interesante programa de formación con vistas a la asunción de la competencia de inspeccionar los requisitos normativos para conceder la autorización a los laboratorios de fabricación de medicamentos en Andalucía. Ese es otro reto de futuro en nuestra Comunidad, en el que considero que se ha trabajado de una forma seria y metódica para capacitar a nuestros compañeros para el día que haya que asumir dicha función.

Y esa última reflexión me lleva a plantear otro reto que afrontar en el futuro, pero en un futuro a cortísimo plazo. Es el reto de la formación continua, de la capacitación permanente, de hacernos mas competitivos y de adecuar nuestra formación a las necesidades de una sociedad en evolución, en la que los cambios se suceden rápidamente y de cuyo ritmo de avance no podemos despegarnos. La formación es un deber que tiene para con nosotros la Administración Sanitaria y es un derecho y un deber al que como profesionales de la Inspección no solo no podemos renunciar sino que tenemos que exigir. La capacitación profesional nos debe llevar a poder afrontar cualquier reto que se nos plantee y a reafirmar la necesidad de que el Sistema Nacional de Salud, cuente con un potente medio de Inspección, Control y Evaluación que garantice a los ciudadanos la equidad, la solidaridad y la calidad del mismo. Ese instrumento, en manos de la Autoridad Sanitaria, no puede ser otro que la Inspección de Servicios Sanitarios, porque seguimos superando retos y afrontando con ilusión el futuro.

Granada, junio de 2005
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